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INFORME No. 39/12
DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 871-01
FRANCISCO MOYA SOLANO Y OTROS
COSTA RICA
20 de marzo de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:


Francisco Moya Solano y otros
PETICIONARIO: 


Luis Guillermo Herrera Castro
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
22 de febrero de 2002
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 21 de diciembre de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Luis Guillermo Herrera Castro por la presunta violación del derecho a un recurso efectivo en perjuicio de Francisco Moya Solano y otros treinta doctores veterinarios jubilados. 

2. El peticionario alega que una ley de 1987 habría estipulado que los beneficios establecidos en favor de los profesionales en ciencias médicas se aplicarían también a los veterinarios. Sin embargo, la Universidad donde trabajaban las presuntas víctimas se habría rehusado a aplicar dicha ley. Esto habría culminado en un juicio cuya sentencia de 1993 habría determinado que los veterinarios demandantes podrían pretender los beneficios de la ley de 1987, en relación sus pensiones. 
3. Informó el peticionario que previo a esta sentencia, en octubre de 1990, habría entrado en vigencia una ley reguladora del mercado de valores que habría reformado las tazas de interés legal, pasando así del antiguo variable de 6% a un nuevo interés anual de 18%. La sentencia a favor de las presuntas víctimas establecía que las tazas aplicables habrían de ceñirse al antiguo variable de 6%, lo cual constituiría el eje central de la queja del peticionario. El peticionario alega igualmente que se apeló esta decisión y que en el año 2001 se agotaron los recursos, más de 11 años después del comienzo del proceso judicial, una duración excesiva del litigio, según el peticionario, que atentaría contra los derechos de sus representados. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. El Estado consideró que a las presuntas victimas se les respetó todas las normas y principios del debido proceso y subrayó que la Comisión no puede constituir una cuarta instancia con miras a cuestionar sentencias en firme de jurisdicciones internas.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. La petición fue recibida en la Comisión el 21 de diciembre de 2001. El 22 de febrero de 2002, de conformidad con el artículo 34 de su Reglamento vigente a la fecha, la Comisión inició la tramitación del caso y solicitó al Estado la información pertinente el 4 de marzo del mismo año, otorgándole un plazo de dos meses. El 3 de mayo de 2002 el Estado presentó su respuesta.
6. El 21 de noviembre de 2002 el peticionario suministró su respuesta a las observaciones del Estado y fue trasladada al Estado el 2 de diciembre de 2002. El Estado presentó sus observaciones el 7 de febrero de 2003 y fueron trasladadas al peticionario el 14 de febrero de 2003. El peticionario hizo llegar a la Comisión información adicional el 22 de junio de 2005, el 12 de abril de 2006 y el 12 de junio de 2006. 
7. El 14 de abril de 2010, con el propósito de actualizar la tramitación de la petición, la CIDH solicitó al peticionario que enviara la información que considerara oportuna en el plazo de un mes. El 15 de marzo de 2011 se le reiteró la solicitud de información al peticionario y se le informó que, de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 de su Reglamento. No hubo respuesta.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

8. El artículo 48.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone la información necesaria para tomar una decisión.
9. La última nota del peticionario en el presente caso es de junio de 2006. Asimismo, el peticionario no ha respondido a las solicitudes de información adicional de la CIDH realizadas el 14 de abril de 2010 y el 15 de marzo de 2011. En esta última, además se le informó sobre la posibilidad de archivo del expediente.
10. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1 de la Convención Americana y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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